En la Ciudad de Mar del Plata, a los 5 días del mes de mayo del año dos mil nueve, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa G-818-NE1 “MATE ARMANDO JULIO c. PROVINCIA DE BUENOS AIRES s. PRETENSION DE RESTABLECIMIENTO O RECONOCIMIENTO DE DERECHOS Y PRETENSION RESARCITORIA”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Riccitelli, Sardo y Mora, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES

I. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Departamento Judicial de Necochea, dictó sentencia haciendo lugar parcialmente a la demanda promovida por el Sr. Armando Julio Mate contra la Provincia de Buenos Aires disponiendo: a) dejar sin efecto la Resolución S.C.B.A. N° 4130/00 de fecha 29-XI-2000 y la que indicó como “…Resolución S.C.B.A. de fecha 26-IV-2005…”; b) reconocer el derecho del actor a percibir el subsidio establecido por la ley 11.221 sobre la base del cargo de nivel 5 inicial para empleados del Poder Judicial y; c) ordenar se abone la diferencia existente entre el beneficio liquidado desde el momento de ingreso al empleo del reclamante (30-VI-2000) hasta la fecha de vigencia de la ley 13.349 (30-VI-2005).

II. Declarada la admisibilidad formal del recurso de apelación interpuesto por la parte demandada –v. 353/355- y puestos los autos al Acuerdo para Sentencia, corresponde votar la siguiente:

CUESTIÓN

¿Es fundado el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada?

A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Riccitelli dijo:

I.1. El titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N° 1 del Departamento Judicial de Necochea, dictó sentencia haciendo lugar parcialmente a la demanda promovida por el Sr. Armando Julio Mate contra la Provincia de Buenos Aires disponiendo: a) dejar sin efecto la Resolución S.C.B.A. N° 4130/00 de fecha 29-XI-2000 y la que indicó como “… Resolución S.C.B.A. de fecha 26-IV-2005…”; b) reconocer el derecho del actor a percibir el beneficio establecido por la ley 11.221 sobre la base del cargo de nivel 5 inicial para empleados del Poder Judicial y; c) ordenar se abone la diferencia existente entre el subsidio liquidado desde el momento de ingreso al empleo del accionante (30-VI-2000) hasta la fecha de vigencia de la ley 13.349 (30-VI-2005).

Sostuvo que el Sr. Mate se desempeñaba laboralmente en el Poder Judicial revistando en la categoría 5 desde el día 30 de junio de 2000.

Resaltó que la ley 11.221 (B.O. N° 22.182 de 7-V-1992) había establecido en favor de aquellas personas empleadas del Poder Judicial de la Provincia de Buenos Aires que hubieran participado en el conflicto bélico del Atlántico Sur un subsidio equivalente al ochenta por ciento (80%) del sueldo nominal de la categoría ayudante 2 – inicial.

Agregó que la ley N° 11.885 modificó el artículo 1 de la ley 11.221 elevando el subsidio a un valor equivalente al ciento ochenta por ciento (180%) del sueldo nominal de la categoría ayudante 2 – inicial.

Sostuvo que con fecha 20-V-1998 mediante la Resolución N° 860/98 la Suprema Corte de Justicia procedió, en el marco de lo establecido por el art. 19 de la ley 12.062, a recategorizar a los agentes que revistaban en los niveles 1 a 4 en el nivel 5.

Recordó que con fecha 29-11-2000 la Suprema Corte de Justicia mediante Resolución N° 4143/00 había dispuesto oficiar al Poder Ejecutivo provincial para que se propiciase la modificación del art. 1 de la ley 11.221 y de ese modo se pronunciara el órgano legislativo adecuando la base de cálculo del subsidio a la categoría de nivel 5 auxiliar 6° de ingreso al Poder Judicial.

Puntualizó que el Poder Ejecutivo provincial en consonancia con la Resolución S.C.B.A. N° 860/98 estableció mediante el Decreto N° 205/04 niveles salariales para todos los agentes del Poder Judicial establecidos por la ley 10.374 fijando como última categoría al nivel 5, lo que evidenciaba la inexistencia del nivel salarial tomado como base por el legislador para determinar el monto del subsidio.

Reseñó que mediante la ley 13.349 (B.O. N° 25.201 de 7-7-2005) se modificó el art. 1 de la ley 11.221 y se dispuso que el subsidio sería equivalente al ciento ochenta por ciento (180%) del sueldo básico nominal de la categoría de nivel 5 –auxiliar 6- inicial.

Luego de transcribir textualmente los fundamentos de la ley 13.349 sostuvo que cuando la interpretación literal de la norma pudiera acarrear un resultado desatinado, cobraban relevancia otras herramientas de hermenéutica tales como la indagación de la significación jurídica de la ley, la intención del legislador y la armonización con las demás disposiciones del ordenamiento jurídico.

Desestimar la pretensión de reconocimiento de derecho –indicó- por entender que el monto del subsidio debe realizarse en base a un cargo inexistente como resulta ser el nivel 2 constituye un absurdo. Además –agregó- aparece manifiesta la voluntad de los poderes del Estado de reconocer el beneficio establecido por la ley 11.221 sobre la base del cargo correspondiente al nivel 5 para empleados del Poder Judicial de la Provincia de Buenos Aires.

Concluyó que: a) correspondía dejarse sin efecto la Resolución de la Suprema Corte Provincial N° 4143 de 29-XI-2000 y la que indicó como Resolución S.C.B.A. de fecha 26-IV-2005; b) debía liquidarse el subsidio establecido por la ley 11.221 sobre la base del cargo de nivel 5 inicial para empleados del Poder Judicial de la Provincia de Buenos Aires y c) cabía reconocerse el derecho del actor a percibir la diferencia existente entre el subsidio liquidado sobre la base del nivel 2 y el correspondiente al nivel 5, desde el momento de ingreso al empleo (30-VI-2000) y hasta la fecha de vigencia de la ley 13.349 (30-VI-2005).

Por último, desestimó la pretensión indemnizatoria articulada por no encontrarse acreditada la existencia de perjuicio alguno.

2. En el escrito recursivo, la apelante se agravia de la sentencia y solicita se la revoque en todos sus términos.

Califica al fallo como desacertado y contradictorio por atribuir efectos retroactivos a una ley con sustento en los fundamentos brindados por el Poder Ejecutivo provincial al remitir el proyecto de reforma al Legislativo.

Sostiene que el artículo 1 de la ley 11.221 –reformada por la ley 11.885- permaneció incólumne hasta el momento del dictado de la ley 13.349 que dispuso que el subsidio sería equivalente al ciento ochenta por ciento (180%) del sueldo básico nominal de la categoría de nivel 5 auxiliar 6 – inicial.

Resalta que la causa de la reforma establecida por la ley 13.349 fue la recategorización de los empleados del Poder Judicial realizada por la Resolución S.C.B.A. N° 860/98.

Estima que a la recategorización realizada por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires no puede asignársele el efecto de modificar el art. 1 de la ley 11.221 que hasta el momento del dictado de la ley 13.349, fijaba como parámetro para liquidar el subsidio el haber correspondiente al nivel 2.

Reitera que la Resolución S.C.B.A. N° 860/98 sólo produjo la modificación del cargo de ingreso al Poder Judicial, pero de ningún modo aparejó un cambio automático de la base de cálculo establecida por la ley 11.221 para liquidar el subsidio reconocido a los ex combatientes de la Guerra de Malvinas.

Resalta que ante la imposibilidad de reformar el texto de una ley mediante una Resolución de la Suprema Corte de Justicia, el Legislativo provincial sancionó la ley 13.349 y sólo a partir su vigencia es que el subsidio acordado por la ley 11.221 debe ser calculado en base al haber correspondiente al nivel 5.

Puntualiza que resulta desacertado reconocer al actor el derecho a percibir el reajuste retroactivo del subsidio desde la fecha de ingreso al Poder Judicial acaecida el 30-VI-2000 y hasta el momento de la sanción de la ley 13.349, es decir el 30-VI-2005, porque la reforma introducida a la ley 11.221 sólo reconoce el derecho a partir del mes de junio de 2005.

Sostiene que no es válido tomar como razón para atribuir carácter retroactivo a la reforma establecida por la ley 13.349 los fundamentos del proyecto de reforma girado por el Departamento Ejecutivo provincial a la Legislatura, y que aquellos argumentos sólo pueden ser tomados como pautas de interpretación cuando el texto legal resultare oscuro o contradictorio.

Estima que la ley 13.349 no admite lugar a interpretaciones y que la reforma sólo debe reputarse operativa a partir del momento de la sanción de la norma ocurrida en el mes de junio de 2005.

Concluye que el carácter retroactivo de una norma no puede desprenderse de la voluntad del órgano ejecutivo que redactó el proyecto de reforma y que si tal hubiera sido la intención del legislador así lo hubiera plasmado expresamente, por lo que solicita se revoque la sentencia en todos sus términos.

3. Al replicar los agravios puestos por la apelante, el actor solicita se confirme la sentencia en todos sus términos.

Remarca que de modificarse lo resuelto por el a quo se conculcarían derechos constitucionales como el salario móvil, la asistencia y protección de los veteranos de guerra, el derecho de propiedad y el carecer alimentario del subsidio.

Aduce que la interpretación literal de las leyes 11.221 y 11.885 que propone el apelante resulta insostenible y se aparta del verdadero objetivo perseguido por el legislador, que no fue otro que  establecer como parámetro de cálculo del subsidio la categoría más baja de la escala establecida para los empleados judiciales con el fin de otorgar la necesaria movilidad del beneficio.

Estima que la reforma establecida por la ley 13.349 tiene carácter aclaratorio, no constitutivo del derecho y que el reconocimiento del derecho a percibir el subsidio opera desde la fecha de la recategorización dispuesta por la Suprema Corte de Justicia de la Provincia de Buenos Aires.

Puntualiza que el apelante no alcanza a discernir el verdadero sentido y alcance del subsidio creado por la ley 11.221, el que –en su visión- no puede interpretarse de una manera aislada y descontextualizada.

Reitera que no puede desconocerse las razones que originaron el dictado de la ley 11.221, la Resolución S.C.B.A. N° 860/98, el art. 36 inc. 8 de la Constitución provincial y la mejora salarial otorgada a los empleados del Poder Judicial como consecuencia de la recategorización.

Sostiene que a partir de la reforma establecida por la Resolución S.C.B.A. N° 860/98 desaparecen los niveles 1 a 4 y que la ley 10.374 dejó de estar vigente aún cuando no se hubiera establecido una nueva norma que la adecuara a las disposiciones de la escala establecida por el Tribunal Supremo de la Provincia de Buenos Aires.

Puntualiza que la Resolución N° 860/98 se aplicó inmediatamente y que a partir de su vigencia todos los ingresantes al Poder Judicial lo hicieron en el nivel 5 a pesar de no haberse reformado la ley 10.374.

De adoptarse el razonamiento propuesto por el apelante –aduce- se llegaría al absurdo de tomar como base para el calculo del subsidio una categoría que dejo de existir como consecuencia de la recategorización.

Resalta que la intención del legislador no fue otra que la de establecer que la base para el cálculo del subsidio sería la categoría inferior del escalafón, y que si la ley 11.221 se refería al nivel 2, fue porque en ese momento era la de menor rango.

Indica que la demandada ha incurrido en contradicción al utilizar como base para calcular el subsidio una categoría que se tornó inexistente y de ese modo convirtió al subsidio en una suma fija que no se modificó durante años, desnaturalizándolo y afectando la movilidad del beneficio.

II. El recurso es parcialmente estimado.

1. Con carácter previo a introducirme al tratamiento del recurso articulado por la demandada, he de efectuar una reseña de los antecedentes de la causa con la finalidad de precisar tanto el objeto del proceso como el alcance de la sentencia impugnada, en razón de advertir la existencia de defectos manifiestos que, de soslayarlos, terminarían de ensombrecer el proceso.

En tal tarea, estimo apropiado efectuar un pormenorizado análisis tanto del reclamo administrativo efectuado por el accionante –v. fs. 13/18- como del expediente administrativo n° 3901-0461/2000 glosado a fs. 54/134.

1.a. Con fecha 18-03-2005 –v. fs. 13- el actor interpuso, ante la Excelentísima Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial y Garantías en lo Penal del Departamento Judicial de Necochea, reclamo administrativo con el objeto de obtener el reconocimiento del derecho a que se liquide el subsidio establecido en el art. 1 de la ley 11.885 sobre la base de la Categoría inicial de ingreso al Poder Judicial estipulada por la Resolución S.C.B.A N° 860/98 con carácter retroactivo desde el momento de su ingreso al Poder Judicial (30-06-00).

Remitida la presentación a la Suprema Corte de Justicia –v. fs. 15-, con fecha 26-04-2005, la Subsecretaría de Administración informó que: “…Tengo el agrado de dirigirme a V.S. con motivo de la presentación realizada por el Señor Armando Julio Mate, auxiliar 2° de esa Cámara, en su carácter de ex – combatiente en las acciones bélicas desarrolladas en el T.O.A.S. Al respecto cabe destacar que esta Subsecretaría ya se ha expedido sobre el tema en oportunidad de plantearse similares reclamos, en informes recaídos en el expediente 3001/461-00 y que dieron lugar al dictado de la Resolución de la Suprema Corte de Justicia N° 4143 del 29 de noviembre de 2000, sin que hasta la fecha se haya dictado la norma modificatoria del artículo 1° de la Ley 11.221 –texto según Ley 11.885-. Motivo de ello, se ratifica lo expresado en los citados informes, en el sentido de que para adecuar el monto del subsidio establecido por la referida Ley, se haría necesario modificar la misma determinado la nueva categoría inicial de ingreso al Poder Judicial.

1.b. Con relación al expediente administrativo n° 3901-0461/2000, cabe decir que se inicia ante la presentación efectuada en el mes de marzo del año 2000 por los Sres. Merlino, Feller, Luciano, Panceta, Grillo, Pavón, Flores, Diaz Rolon y Sagastume en carácter de beneficiarios del subsidio establecido por la ley 11.885, solicitando se arbitren los medios necesarios para adecuar el texto legal ante la recategorización establecida por la Resolución S.C.B.A. N° 860/98 –v. fs 55/80-.

Ante tal presentación, tanto la Subsecretaría de Personal –v. fs. 81/82- como el Área de Sueldos de la Subsecretaría de Administración, ambas de la Suprema Corte de Justicia –v. fs. 89-, se expidieron coincidentemente en cuanto a la necesidad de modificar la ley 11.885 como requisito necesario para readecuar el subsidio a la recategorización prevista por la Resolución S.C.B.A. N° 860/98.

En tal contexto, con fecha 29 de noviembre de 2000, la Suprema Corte de Justicia dictó la Resolución N° 4143 disponiendo “…Oficiar al Poder Ejecutivo para que […] propicie la modificación del art. 1° de la ley 11.221 (texto según ley 11.885), determinando que el porcentaje al que el mismo alude refiera a la categoría de Auxiliar 5° de ingreso al Poder Judicial…” –v. fs. 93-.

Remitida la Resolución N° 4143/00 al Poder Ejecutivo Provincial –v. fs. 99- y luego de tomar intervención la Dirección Provincial de Presupuesto del Ministerio de Economía pronunciándose sobre la imposibilidad de la modificación legal prendida –v. fs. 108-, las actuaciones administrativas se remitieron a la Suprema Corte de Justicia, que dispuso mediante Resolución de Presidencia n° 570 de 26-02-2001 notificar a los peticionarios de lo actuado –v. fs 112-.

Con fecha 12-04-2004 la Asociación Judicial Bonaerense –v. fs. 122- requirió la intervención de la Suprema Corte de Justicia Provincial a los efectos de canalizar la presentación efectuada por el Sr. Armando Julio Mate –v. fs. 123/124- relativa a la liquidación del subsidio previsto por la ley 11.885.

Ante tal presentación, y luego de tomar debida intervención la Subsecretaría de Administración, el Sr. Presidente de la Suprema Corte de Justicia emitió, con fecha 23-06-2004 la Resolución N° 3426 sosteniendo que: “visto el oficio cursado por la Asociación Judicial Bonaerense, con motivo de las inquietudes planteadas por el agente judicial Armando Julio Mate, quien desempeña sus funciones en el departamento judicial de Necochea, respecto de los haberes que percibe en su carácter de ex combatiente de las Islas Malvinas (conf. Ley 11.221 –texto según Ley 11.885), dando cuenta –en razón de la documentación que acompaña a su presentación- de haber tomado conocimiento de lo actuado sobre el tema por este Tribunal (ver Res. 5143/00), hágase saber al interesado, a través de la entidad presentante, que hasta la fecha no se ha recibido respuesta por parte del Poder Ejecutivo relacionada con la solicitud de modificación de las citadas normas legales que propiciara la Suprema Corte a través del referido decisorio…”.
1.c. De lo precedentemente expuesto, del escrito de demanda y su modificación –v. fs. 19/28 y 31/40 respectivamente- se advierte que el accionante impugna por ilegítimos, tanto el informe practicado por la Subsecretaria de Administración con fecha 26-04-2005 –v. fs. 16- en respuesta al reclamo administrativo de fecha 18-03-2005, como la Resolución S.C.B.A. N° 4143/00 dictada en el marco del expediente administrativo n° 3001-431/00 en razón de haber sido esta última –según lo aduce en su escrito postulatorio- el fundamento de la negativa dispuesta por la Suprema Corte de Justicia, solicitando además, el reconocimiento del derecho a percibir (por el período que corre del 30-VI-2000 al 30-VI-2005) las diferencias correspondientes entre los subsidios efectivamente percibidos y calculados sobre la base correspondiente a la categoría ayudante 2° inicial –establecida por la entonces vigente ley 11.221 (modif. por ley 11.885)- y la de nivel 5 –auxiliar 6°- inicial fijada por la ley 13.349.

Ante ello, no puedo soslayar que en el sub examine no se encontraban reunidos los requisitos de admisibilidad de la pretensión anulatoria incoada por el accionante en los términos del art. 12 inc. 1 del C.P.C.A., desde que, no cabría reputar al informe elaborado por la Subsecretaría de Administración de fecha 26-04-2005 el carácter de acto definitivo emanado de la autoridad administrativa con competencia resolutoria final (cfr. doct. S.C.B.A. causa B. 60.407 “Barraza”, sent. de 23-V-2007).

Empero, tal circunstancia no fue advertida por el Juez de grado ni en la oportunidad prevista en el art. 31 inc. 1 del C.P.C.A. –v. fs. 41- en donde postuló que: “…la demanda reúne los requisitos contemplados en los arts. 12 inc. 1) 2) y 3), 13, 14 inc. 1, 18, 27, 28 y cc del C.P.C.A.”, ni al momento de dictar el pronunciamiento definitivo, con el agravante de atribuirle al informe elaborado por la Subsecretaría de Administración –v. fs. 16- el carácter de una “Resolución S.C.B.A. del 26 de abril de 2005”.

Tampoco se ha percatado de la situación aquí patentizada la demandada, quien ha omitido, de un lado, articular la defensa previa estipulada en el art. 35 inc. i del C.P.C.A. y del otro, advertir la errónea naturaleza que el a quo le asigna al informe elaborado por la Subsecretaría de Administración de la Suprema Corte de Justicia, razón por la que no corresponde me expida sobre el particular en esta oportunidad, aunque también dificulta el tratamiento de la pretensión anulatoria articulada.

2. Clarificado lo anterior, entiendo –empero- que queda en pie la pretensión de reconocimiento de derechos impetrada por el actor y, en tal marco, corresponde adentrarse al análisis de los agravios deducidos por la demandada.

Para ello, cabe poner de resalto que: a) el accionante ingresó al Poder Judicial de la Provincia de Buenos Aires el día 30-VI-2000; b) el actor es un ex combatiente de la Guerra del Atlántico Sur; c) hasta el mes de junio del año 2005 percibió el subsidio establecido en el art. 1 de la ley 11.221 (modif. por ley 11.885) equivalente al 180% del salario básico correspondiente a la categoría ayudante 2; d) mediante Resolución N° 860/98 la Suprema Corte de Justicia dispuso la recategorización de los agentes de niveles 1 a 4 en el nivel 5; e) con fecha 29-XI-2000 la Suprema Corte de Justicia dictó la Resolución N° 4143 por la cual dispuso oficiar al Poder Ejecutivo provincial para que propiciara la modificación del art. 1 de la ley 11.221 y se refiriera el subsidio allí establecido a la categoría de Auxiliar 5 de ingreso a la justicia; f) con fecha 18-03-2005 el actor interpuso reclamo administrativo con el objeto de obtener el reconocimiento del derecho a que se liquide el subsidio establecido en el art. 1 de la ley 11.885 sobre la base de la Categoría inicial de ingreso al Poder Judicial estipulada por la Resolución S.C.B.A N° 860/98 con carácter retroactivo desde el momento de su ingreso al Poder Judicial (30-06-00); g) con fecha 26-V-2005 la Subsecretaría de Administración de la Suprema Corte de Justicia informó, con fundamento en la Resolución S.C.B.A. N° 4143/00 que “…hasta la fecha no se ha recibido respuesta por parte del Poder Ejecutivo relacionada con la solicitud de modificación de las citadas normas legales que propiciara la Suprema Corte a través del referido decisorio…”; h) con fecha 21-VI-2005 se promulgó mediante decreto N° 1298 la ley 13.349 que, en definitiva, modificó el art. 1 de la ley 11.221 fijando el subsidio en una suma equivalente al 180% del salario básico correspondiente a la categoría de nivel 5 -auxiliar 6°-inicial.

En este contexto, el pronunciamiento impugnado reconoce al actor el derecho a percibir –desde el momento de su ingreso al Poder Judicial (30-VI-2000) y hasta la entrada en vigencia de la ley 13.349 (julio de 2005) las diferencias correspondientes entre el subsidio efectivamente percibido y calculado sobre la base establecida por el entonces vigente art. 1 de la ley 11.221 (modif. por ley 11.885) y la fijada luego por la ley 13.349.

La demandada se agravia del pronunciamiento en tanto –según lo afirma- la modificación introducida por la ley 13.349 al artículo 1° de la ley 11.221 no tiene efecto retroactivo. Así –en su visión- ningún derecho le asistiría al accionante a percibir las diferencias resultantes de aplicar la nueva base de cálculo del subsidio desde la fecha de su ingreso al Poder Judicial, en tanto, el alcance de la reforma sólo podría proyectarse hacia el futuro.

3. Desde tal plataforma, median dos cuestiones a dilucidar por esta alzada. La primera –y que constituye el principal motivo de agravio de la accionada- es si es correcto brindar el alcance temporal que le otorga el juez de grado a la reforma introducida por la ley 13.349 al artículo 1° de la ley 11.221. La segunda, de mediar una respuesta negativa a dicho interrogante, es si le asiste derecho al actor a percibir desde el dictado de la Resolución S.C.B.A. 860/98 las diferencias correspondientes entre los subsidios efectivamente percibidos y calculados sobre la base salarial de la categoría ayudante 2° inicial – establecida por la entonces vigente ley 11.221 (modif. por ley 11.885)- y la de nivel 5 –auxiliar 6°- inicial, que el accionante define como “inicial” a partir del dictado de aquella Resolución.

(i) En torno al primer interrogante, recuerdo, liminarmente, que la recategorización efectuada por la Resolución S.C.B.A. N° 860/98 importó que aquellos empleados del Poder Judicial que revistaran en los niveles 1 a 4 pasaran, a partir del 1-IV-1999, a integrar el nivel 5.

Esta recategorización, sin embargo, lejos estuvo de significar la modificación del entonces vigente art. 1 de la ley 11.221 (modif. Por la ley 11.885), y fue tal circunstancia la que originó que con fecha 29-XI-2000 la Suprema Corte de Justicia resolviera, en el marco del expediente administrativo n° 3901-461/2000 dictar la Resolución N° 4143, disponiendo oficiar al Poder Ejecutivo provincial para que se propiciara la reforma del texto legal y de tal modo se pudiera adecuar la ley a la nueva categoría de ingreso al Poder Judicial fijada por la Resolución N° 860/98 –v. fs. 93-. 

Ante este pedimento, la Legislatura Provincial sancionó la ley 13.349 (publicada en el Boletín Oficial con fecha 21-VI-2005), a través de la cual se dispuso que el subsidio mensual sería “equivalente al ciento ochenta (180) por ciento del sueldo básico nominal de la categoría de nivel 5 -auxiliar 6°- inicial”, empero nada estableció en cuanto a la posibilidad de retrotraer sus efectos al momento del dictado de la Resolución S.C.B.A. N° 860/98.

Postular –tal como lo hace el a quo- una interpretación del texto vigente de la ley de modo tal que importe reconocerle efecto retroactivo, significaría forzar el verdadero espíritu y alcance de la norma.

Entiendo que la reforma introducida al articulado de la ley 11.221 debe ser interpretada con prudencia, conforme el sentido de sus palabras y computando que los términos empleados no son superfluos (cfr. doct. S.C.B.A. causa B. 63.493 “Tonelli”, sent. de 27-VIII-2008), sino que han sido utilizados con el propósito, en el caso, de modificar la base de cálculo sobre la cual habría de liquidarse el subsidio, empero sin atribuirle a tal previsión carácter retroactivo.

Arribo a tal conclusión partiendo de la premisa que postula como misión de quien es llamado a interpretar el texto legal el deber de indagar su verdadero sentido y alcance, a través de un examen exhaustivo y atento tanto de sus letras y palabras (cfr. doct. C.S.J.N. in re A. 70. XLI “Astra Compañía Argentina de Petróleo c/ Y.P.F. s/ proceso de conocimiento”, sent. de 18-XI-2008) como de la voluntad de quien la emitió (cfr. doct. S.C.B.A. causa B. 57.993 “Cejas”, sent. de 27-IX-2006).

Desde tal atalaya, advierto que la ley 13.349 no prevé que la modificación al art. 1° de la ley 11.221 (modif. por ley 11.885) tenga carácter retroactivo, y más allá del loable objetivo que persiguió la reforma -que no fue otro que el de adecuar la base de cálculo del subsidio al nivel “inicial” existente al momento de su dictado-, luce como impropio interpretar que sus efectos pudieran proyectarse sobre aquellas relaciones jurídicas acaecidas desde el momento de la recategorización dispuesta por la Resolución S.C.B.A. N° 860/98 y hasta la entrada en vigencia de la ley 13.349, en tanto el subsidio siguió siendo abonado mensualmente, aunque tomando como base para su cálculo las previsiones de la ley 11.221 (modificada por ley 11.885).

Por tanto, a diferencia de lo sostenido por el actor –v. fs. 344 vta.-, el alcance “no retroactivo” que cabe postular a la ley 13.349 dista ser el producto de una interpretación literal, al resultar –en mi opinión- el que brinda pleno efecto a la voluntad del legislador (cfr. doct. S.C.B.A. causa L. 90.095 “Reinoso”, sent. de 27-III-2008) en tanto, se condice con el principio general en la materia (art. 3° C. Civil) que sienta que las leyes rigen para lo futuro (cfr. doct. S.C.B.A. causas B. 54.653 “Miralles”, sent. de 8-IV-1997; B. 59.351 “Gaddi”, sent. de 18-XI-2003; B. 66.328 “Bauza”, sent. de 5-XI-2008).

Claro que la conclusión a la que se arriba, lejos se encuentra de desconocer la posibilidad de asignársele a la ley efectos que se proyecten o extiendan hacia el pasado (cfr. doct. S.C.B.A. causa B. 60.246 “Mansilla de Rapagnini”, sent. de 9-V-2001), pero al resultar ello una excepción a la regla general, no cabe presumirla, ante la inexistencia de una disposición expresa en contrario, que patentizara la particular voluntad legislativa.

No alcanza para conmover lo antedicho que en la fundamentación del proyecto de modificación de la ley 11.221 se sostuviera que el carácter que debía atribuírsele a la reforma “…implicaría la aplicación retroactiva de la norma reformada al 1 de abril de 1999…”. Es la ausencia de recepción expresa en la norma de tal alcance lo que me permite vislumbrar que el órgano legislativo no ha querido excepcionarla del principio general establecido en el art. 3 del Código Civil.

Tal análisis nos aleja del razonamiento propugnado por el a quo e impide predicar que corresponda atribuírsele a la reforma fijada por la ley 13.349 al art. 1° de la ley 11.221 (modif. por ley 11.885) carácter retroactivo a la fecha del dictado de la Resolución S.C.B.A. N° 860/98. En ello lleva la razón el apelante y lo decidido en la instancia con sustento en tal discurrir argumental no puede permanecer inalterado. Sin embargo, la composición final de la contienda encuentra definitivamente su quicio cuando se responde –como lo efectúo seguidamente- al segundo interrogante.

(ii) En mi opinión, el reconocimiento del derecho pretendido sólo es posible de anclar examinando si la Resolución S.C.B.A. N° 860/98 modificó los niveles salariales contenidos en la Planilla Anexa a la Ley 10.374, trocando el “nivel inicial” del denominado “2” a su similar “5”, tal como postula el accionante. Si la respuesta es afirmativa, lo reclamado por el agente tendría sustento jurídico; si lo fuera negativa, habrá que ver si esa mutación se produjo con anterioridad o no al dictado de la ley 13.349, por cuanto –como luce reconocido por la propia Subsecretaría de Personal de la Suprema Corte de Justicia provincial a fs. 81/82, la redacción de la ley 11.221 siempre apuntó a reconocer el beneficio calculando su monto en consideración de la suma reconocida a la categoría correspondiente al “ingresante”.

De antemano descarto la lectura que formula el actor. La Resolución S.C.B.A. N° 860/98 sólo persiguió recategorizar a los agentes judiciales que- a la fecha de su dictado- se desempeñaban en los niveles 1 (uno) a 4 (cuatro), los que fueron reubicados en el nivel 5 (cinco). Sin embargo, tal medida no importó suprimir los referidos niveles, pues ellos estaban fijados por ley, más precisamente, por la planilla Anexa a la ley 10.374. Es por tal motivo que en esa misma Resolución, la Suprema Corte de Justicia provincial entendió necesario solicitar a los otros Poderes del Estado (que elaboran y aprueban el Presupuesto de Ingresos y Gastos del Gobierno provincial) la adecuación normativa pertinente.

Así, a los fines de la liquidación del beneficio contemplado por el art. 1 de la ley 11.221 el nivel 2 –inicial- continuó existiendo más allá de la Resolución S.C.B.A. N° 860/98 y lo hizo hasta tanto desapareció de la planilla Anexa a la ley 10.374 como nivel inicial de la carrera judicial.

Esta circunstancia –en mi visión, esclarecedora para arribar a una solución en el presente pleito-, recién tuvo lugar con la sanción de la ley 13.171 (B.O. del 16-03-2004), la que modificó con efecto retroactivo al 1 de febrero de 2004 la planilla Anexa de la ley 10.374, surgiendo del artículo 2° de su texto que el Nivel 5 –Auxiliar 6°- resulta ser el “inicial” en la relación de empleo público judicial.

Así, siguiendo la lectura que se predica por una dependencia de la propia accionada a fs. 80/81, concluyo que al actor le asistió el derecho a que se le liquidara el beneficio previsto en el art. 1 de la ley 11.221 (con sus modificatorias), tomando en cuenta como base de cálculo el salario reconocido al Nivel 5 –“Auxiliar 6°”- del escalafón judicial, desde la fecha de entrada en vigencia de la nueva planilla Anexa a la ley 10.374, adoptada por la ley 13.171, puesto que desde ese momento, el mentado nivel 5 se constituyó en el “inicial” del reseñado escalafón.

De tal forma, la amplitud del reconocimiento de derecho efectuado por la instancia de grado debe ajustarse a lo que resulte de la aplicación de este criterio, y acogerse –en esa medida y por estos fundamentos- la apelación deducida por la accionada.

III. Como corolario de lo expuesto, habré de proponer al Acuerdo el acogimiento parcial del recurso de apelación, revocando la sentencia de primera instancia en cuanto hizo lugar a la pretensión anulatoria y modificándola en torno al alcance del reconocimiento de derecho efectuado, el que se otorga tomando en cuenta para la liquidación del beneficio previsto en el art. 1 de la ley 11.221 (con sus modificatorias), el salario reconocido al Nivel 5 –“Auxiliar 6°”- del escalafón judicial, desde la fecha de entrada en vigencia de la nueva planilla Anexa a la ley 10.374, adoptada por la ley 13.171, esto es, desde el 1 de febrero de 2004 y hasta la fecha de entrada en vigencia de la ley 13.349 (30-06-2005). A la suma que resulte de la pertinente liquidación, se le deberán adicionar los correspondientes intereses calculados de acuerdo a la tasa pasiva que abone el Banco de la provincia de Buenos Aires por depósitos a treinta (30) días, para cada uno de los períodos adeudados y hasta el momento de su real y efectivo pago, el que deberá efectuarse dentro de los sesenta (60) días de quedar firme la presente (art. 163 Const. Provincial). Las costas de esta alzada deberían imponerse por su orden (art. 51, inciso 1° del C.P.C.A.).

Con el alcance indicado, voto por la afirmativa.

El señor Juez doctor Mora con igual alcance e idénticos fundamentos a los brindados por el señor Juez doctor Riccitelli, vota la cuestión planteada por la afirmativa.

La señora Juez doctora Sardo no suscribe la presente sentencia por encontrarse en goce de licencia.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente:

SENTENCIA

1. Hacer lugar parcialmente al recurso de apelación interpuesto por la Provincia de Buenos Aires, revocando la sentencia de primera instancia en cuanto hizo lugar a la pretensión anulatoria y modificándola en torno al alcance del reconocimiento de derecho efectuado, el que se otorga tomado en cuenta para la liquidación del beneficio previsto en el art. 1 de la ley 11.221 (con sus modificatorias), el salario reconocido al Nivel 5 –“Auxiliar 6°”- del escalafón judicial, desde la fecha de entrada en vigencia de la nueva planilla Anexa a la ley 10.374, adoptada por la ley 13.171, esto es, desde el 1 de febrero de 2004 y hasta la fecha de entrada en vigencia de la ley 13.349 (30-06-2005). A la suma que resulte de la pertinente liquidación, se le deberán adicionar los correspondientes intereses calculados de acuerdo a la tasa pasiva que abone el Banco de la provincia de Buenos Aires por depósitos a treinta (30) días, para cada uno de los períodos adeudados y hasta el momento de su real y efectivo pago, el que deberá efectuarse dentro de los sesenta (60) días de quedar firme la presente (art. 163 Const. Provincial). Las costas de esta alzada se imponen en el orden causado (art. 51, inciso 1° del C.P.C.A.).

2. Diferir la regulación de honorarios por los trabajos ante esta alzada para su oportunidad (art. 31 y 51 decreto ley 8904/77).

Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al juzgado de origen. Fdo: Dres. Elio Horacio Riccitelli – Adriana M. Sardo – Roberto Daniel Mora – María Gabriela Ruffa, Secretaria
